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efecto se introducen principios y herramientas 
que permitan a la administración asegurar el 
cumplimiento de los cometidos estatales dentro 
del respeto de los derechos de las personas, sin que 
éstas se vean obligadas necesariamente a acudir a la 
protección de los jueces, frente a la acción u omisión 
contraria a la ley por parte de las autoridades. 
Ello porque la administración debe ser la primera 
protectora de esos derechos y debe tener la voluntad 
de actuar siempre tomándolos en cuenta, así como 
el deseo y la capacidad de corregir los errores en 
que incurra. Ello sin perjuicio del derecho que 
tendrán en todo caso los interesados de acudir al 
juez, si excepcionalmente la administración no 
obra conforme a esta finalidad.

La tarea de la Comisión de reforma, en la que 
he tenido el honor y el privilegio de participar, 
necesariamente debía tener en cuenta el nuevo 
contexto constitucional y dentro de él ese 
entendimiento particular del procedimiento 
administrativo.

En ese orden de ideas un elemento central del 
nuevo Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo lo constituye el 
cambio de lógica que se busca en el entendimiento 
por parte de la administración de su papel frente a 
los derechos de las personas5. El mensaje es claro: 
la administración debe incorporar en su visión de 
las cosas que no es solo el juez el que está llamado a 
protegerlos, sino que es la propia administración la 
que en primer lugar debe convertirse, obviamente 
en el marco de la Constitución y la ley, en artífice 
de la defensa de esos derechos. 

5	 Ese mensaje en realidad hace mucho tiempo que se está predicando. 
Recuérdese por ejemplo la reflexión de Eustorgio Sarria hace más 
de medio siglo: “El derecho administrativo no es otra cosa que 
el reflejo fiel del ambiente jurídico de un pueblo. Esas normas 
de conducta de los gobernantes son producto de una cultura 
acendrada en siglos de sostenidos esfuerzos, de luchas ardorosas 
por el imperio del derecho y la indeficiente práctica de la justicia. 
Pero el derecho administrativo es, a la vez, el desarrollo armónico 
de la Constitución política, Carta Magna o estatuto Supremo que 
rige la vida ordenada de un país. Y la Constitución política, en su 
parte medular, es el reconocimiento de los derechos fundamentales 
del hombre”. Eustorgio Sarria. Derecho Administrativo. Editorial 
Temis. Tercera Edición. Bogotá 1957, pág. 327

Así, el énfasis que se hace desde el título del Código 
en el “procedimiento administrativo”, busca entre 
otras cosas eliminar la percepción que pudiere 
tenerse según la cual la parte primera del Código 
y, en particular, los recursos ante la administración 
son una mera etapa para acudir indefectiblemente 
a la jurisdicción. El procedimiento administrativo 
regulado en ese libro I debe convertirse, en la 
medida de lo posible, en respuesta suficiente y 
completa para quien reclama ante la administración 
el reconocimiento de un derecho, de manera que 
no se vea forzado, sin que ello sea realmente 
necesario, a acudir al juez para que obligue a la 
administración a hacer lo que desde el principio 
ésta ha debido hacer.

Se busca llamar la atención de los servidores 
públicos para que se aferren al principio de 
legalidad, en el real sentido que tiene en nuestro 
ordenamiento constitucional, como elemento 
esencial del funcionamiento de la administración y 
del entendimiento de los deberes de esos servidores 
(art 6 C.P.), pero también del cumplimiento de los 
fines del Estado (art 2 C.P.) y de realización del 
Estado Social de Derecho (art. 1 C.P.).

En este orden de ideas el Código establece una serie 
de herramientas para que la administración pueda 
proteger directamente en sede administrativa los 
derechos de acuerdo con la Constitución y la ley, al 
tiempo que se asegure la eficacia de los principios 
constitucionales de la función administrativa y 
en general todos los elementos del “modelo” de 
gestión establecido en la Constitución. Lo que 
comporta necesariamente un esfuerzo por aumentar 
las garantías en el procedimiento y por asegurar la 
transparencia en la toma de decisiones. A lo que 
debe sumarse que el Código busca cumplir una labor 
pedagógica en relación con los ciudadanos y los 
propios servidores públicos sobre el conocimiento 
de sus respectivos derechos y deberes en función 
de la eficacia de esos mismos principios.

Así, en cuanto a otorgar herramientas a la 
administración para que sea ella directamente la 




